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            Nota preliminar
         

         Éste es un libro de introducción a la política. Es una introducción genérica, y más concretamente de los conceptos generales de la política. Tiene, pues, por tema los principios y los comportamientos básicos de esta esfera de la experiencia humana: la de la organización de la vida en común. No trata en particular de las ideologías –liberalismo, socialismo, populismo, nacionalismo, etc.–, ni de las formas y técnicas de gobierno; temas más propios de las obras de ciencia política. Es un libro, en definitiva, de filosofía política. La sociedad moderna tiene que atravesar la actual revolución tecnológica y socio-cultural (globalización, pluriculturalidad, retorno de las identidades) con unos principios filosóficos mínimos, pero claros y explícitos, sobre qué es y para qué sirve la política y, en especial, la democrática. De la política le interesan más las ideas clave y los instrumentos efectivos que el detenerse en las cifras pasajeras o el debate partidista. 

         Es necesario, pues, abordar la política desde un punto de vista filosófico para no perder de vista las causas por las que actuamos en la esfera pública, la calidad de las razones y argumentos que utilizamos al hacerlo, y el horizonte de valores o creencias para contrastar lo que hacemos bien o no en esta actuación. Sorprende, a veces, que un autor que ha estado estudiando la política, por ejemplo en su aspecto electoral, termine resaltando al final la importancia de la psicología en aquélla. O, al revés, que quien ha estudiado la política en su vertiente ideológica recabe, a fin de cuentas, en la importancia de la economía. Son sólo ejemplos, como también los de aquellos estudiosos de lo político que no ven más allá de su campo concreto. Por nuestra parte, queremos incidir en esta necesidad de una visión de la política más a vista de pájaro, sin quedarnos con el choque de las opiniones apasionadas ni con las alambicadas interpretaciones de los expertos. Un acercamiento filosófico, como pretende ser el nuestro, busca, en cambio, lo que hay de más general en la política, sus razones de “concepto”, para decirlo de manera breve, y ver, tras este análisis, de qué modo las nociones que van apareciendo se enhebran entre sí y responden a exigencias de fondo. 

         Con esta voluntad de servir de un modo objetivo, a la vez que crítico, al conocimiento de la política, en el presente libro se han desestimado al menos dos lugares comunes. 

         El primero es tomar por objeto natural de estudio al Estado mismo. Éste se trata de una forma hoy asentada del orden político, pero que es, sin embargo, de naturaleza histórica y, sin duda, cada vez más precaria. Procede del Renacimiento y no alcanzará, con más que probabilidad, el milenio de subsistencia. Quizá actualmente no haría decir a Nietzsche que el Estado representa “el más glacial de los monstruos”. Por lo menos ha dejado de ser el soberano y el ídolo que fue. De los dos grandes mitos de la política moderna occidental, Estado y Mercado, sólo se mantiene firme el último. Además, y en lógica democrática, el Estado está destinado a desaparecer a favor de un ordenamiento internacional de paz, una estructura supranacional que ponga fin no sólo al Estado como forma “provincial” del orden democrático, sino a la misma “razón de Estado”, el último reducto autocrático de la democracia. El problema del Estado no es sólo de tamaño, sino de fondo, el de la democracia lastrada aún, en su interior, por este peso de la autocracia. Por consiguiente, en lugar de “Estado”se habla en el presente libro de ordenamiento político, un concepto que incluye el orden estatal pero a la vez los que se vayan abriendo paso en un sentido más cosmopolita. 

         El segundo elemento rechazado es más de método: se ha evitado partir de un determinado registro ideológico de la política –hacer, aquí, una filosofía política “liberal”, o “republicana”, “humanista”, “comunitarista”, etc.–, o directamente usar un lenguaje partidista de este tipo. Pues el defecto de muchas obras de teoría política no es que sean, a su vez, políticas o escondan algún tipo u otro de politización. Tales sesgos son inevitables e incluso, si se combinan con el rigor y la objetividad, deseables para lograr una sensibilización del lector, o por lo menos para subrayar la importancia de la política. El defecto es que dichas obras constituyen la simple exposición de una ideología política con un aparente disfraz científico. La ideología tiene otros medios para expresarse que una obra de estudio, la cual ha de corresponder con honestidad intelectual a lo que ella misma anuncia. En este sentido, y para evitar la frecuente confusión entre hechos, valores y principios, el lector de este libro encontrará en él expresiones un tanto abstractas, a primera vista, pero que a buen seguro le serán comprensibles y esperamos que útiles. Así, nos servimos de la distinción, en especial, entre “medios” y “fines”; “hechos” y “normas”; “normas” y “reglas”; “normas de procedimiento” y “normas de preferencia”; y “normas constitutivas” y “normas regulativas”. 

         No se trata, sin embargo, de dar a entender que todo en política es cosa de normas. Esto sería, además de ingenuo, totalmente inexacto. Hemos intentado, al hacer un análisis y tener una comprensión filosófica de la política, exponer que toda opción, acción e incluso institución de la política, se reduce, aún tratándose de intereses de poder o de lucha, a una visión o propuesta de la cultura que se expresan con un enunciado, del que se espera comprensión y, muy especialmente, seguimiento por el máximo número de individuos posible. Es decir, que toda forma política básica se puede encerrar en los términos verbales y prácticos de una “norma”. Norma es, por ejemplo, que haya libertad en lugar de tiranía, o que la justicia no esté reñida con la eficacia, o que el gobierno lo formen quienes hayan obtenido la mayoría de votos. No son normas en el sentido habitual “ordenancista” de la expresión, sino en este que proponemos, más cultural, del análisis y la comprensión filosófica de una posición política. 

         Por último, nuestro enfoque normativista de la política (para ver ésta en sus formas mínimas razonables) es poco menos que obligado, ya que, como se hace en este libro, insistimos en el valor superior de la democracia sobre la autocracia. En ésta no imperan las normas, sino los hechos en bruto, sean voluntades o cañonazos. En la primera sólo hay, de entrada, unos pocos valores clave: la preferencia de la libertad y la igualdad sobre cualquier otra opción de valor o de poder. Pero, a partir de ahí, todo lo demás se resuelve en procedimientos. El principal de ellos es que sea siempre la mayoría quien gobierne. La democracia es un régimen característicamente “procedimental”. Por lo tanto, está necesitado de normas que nos recuerden la importancia de los procedimientos y de su cumplimiento práctico. 

         Desde siempre, a algunos no les interesa recordar este carácter normativo y formal –es decir, altamente culturizado– de la democracia, para así poder descartar interesadamente como “no democrático” todo lo que no encaja con su particular versión de la misma: una democracia calificada, por ejemplo, como “social”, o “popular”, “liberal”, “nacional”, “occidental”, y muchos otros adjetivos que la recortan, más que la amplían. Por eso, pensar a fondo la política, y a la vez la democracia, como debe hacerse en un libro de filosofía política, continua siendo por partida doble un desafío cuando faltan o fallan ambas cosas. 

         A pesar de las reflexiones sobre la política que nos han legado los filósofos de la Antigüedad clásica y del Renacimiento –desde Platón y Aristóteles hasta Maquiavelo y Bodin–, la filosofía no empieza a dedicar una atención especial y sistemática hacia la política hasta algunos autores del siglo XVII preocupados por hacer de ella un objeto del saber metódico y, así, de la ciencia. 

         El llamado “iusnaturalismo”, o fundamentación de las leyes de conducta humana en la naturaleza, constituye la concepción de fondo de los nuevos filósofos políticos, opuestos a convertir sus temas en mero saber probable y finalmente en materia del arte de la disputa, en que vino a parar la tradición aristotélica sobre las leyes y el gobierno de los hombres. Al método tradicional de la interpretatio basado en la retórica y en ciertos saberes indiscutidos (argumenta et loci), los filósofos del siglo de Galileo oponen también para la política el método de la demonstratio, apoyado en la lógica como nueva técnica del discurso y en el descubrimiento del saber a partir de la naturaleza misma. Ese es prácticamente el punto de partida de autores tan esenciales para la filosofía política como Grotius, Hobbes, Locke y Spinoza, en el mismo mo siglo.
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             Para este último, autor de una ética ordine geometrico demonstrata, el saber político debe de quedar libre de ideología y prejuicios en los siguientes términos, aún valederos en nuestro tiempo: “Así, pues, cuando me puse a estudiar la política, no me propuse exponer algo nuevo o inaudito, sino demostrar de forma segura e indubitable o deducir de la misma condición de la naturaleza humana sólo aquellas cosas que están perfectamente acordes con la práctica. Y, a fin de investigar todo lo relativo a esta ciencia con la misma libertad de espíritu con que solemos tratar los temas matemáticos, me he esmerado en no ridiculizar ni lamentar ni detestar las acciones humanas, sino en entenderlas (non ridere, non lugere, neque detestari, sed intelligere). Y por eso he contemplado los afectos humanos, como son el amor, el odio, la ira, la envidia, la gloria, la misericordia y las demás afecciones del alma, no como vicios de la naturaleza humana, sino como propiedades que le pertenecen como el calor, el frío, la tempestad, el trueno y otras cosas por el estilo a la naturaleza del aire.” (Tratado político, I, 4) 

         Pero pronto, no más de un siglo después, el interés de los filósofos por la política se ve doblemente desbordado. Primero, en el siglo XVIII, por la atención creciente hacia la “sociedad civil” y sus leyes primordialmente económicas: es la obra de Mandeville, Ferguson y la llamada economía política, desde Adam Smith hasta casi Max Weber. Después, al iniciarse el siglo XIX la filosofía política se verá desplazada por el interés hacia las “leyes de la sociedad” en general. A partir de Saint-Simon y Comte, introductores de la sociología, y prácticamente hasta hoy, se reservará para las ciencias sociales el análisis riguroso de los temas asignados clásicamente a la filosofía práctica y “filosofía moral” en particular. La conexión filosófica entre teoría y práctica que existía en la philosophia practica de la Ilustración (Hutcheson 

         o Wolff, Hume o Kant) y subsistía entre los autores “utilitaristas” surgidos de la economía política (de Bentham a John Stuart Mill) desaparece del programa de intenciones de los nuevos científicos sociales. Al separar metodológicamente entre hechos y valores, el ser y el deber ser, los “fines” o lo práctico en sí mismo (Práctico es todo lo que es posible mediante la libertad, escribe Kant en su primera Crítica, B-828) dejan de interesar al conocimiento social. Con Max Weber éste llegará a propugnar el avalorismo o independencia respecto de los valores (Wertfreiheit), lo cual convierte toda posible teoría política en una ciencia de los “medios” de la política, o lo que es lo mismo, separa radicalmente el saber político y la propia política.
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             Este neutralismo no formaba parte del despegue moderno de la filosofía política, por muy “demostrativa” que ésta se presentara. Por lo menos como filosofía, una teoría política con semejante pretensión se neutraliza a sí misma. 

         A causa de este desbordamiento de la filosofía política por las ciencias sociales, esta rama de la filosofía ha tenido que oscilar entre ajustarse a su papel de “metodología” de dichas ciencias –de hecho, desde Aristóteles hasta los tratadistas del Renacimiento, incluído Maquiavelo, el pensamiento político es una suma de cuestiones que reclaman la investigación empírica como punto conclusivo–, o bien seguir constituyendo un capítulo de la metafísica en cualquiera de sus versiones providencialista, positivista o historicista: la política supeditada, respectivamente, a las leyes divinas, supuestamente naturales o de la historia humana. Mientras tanto, la filosofía política tendrá que esperar para ver recuperada aquella sustantividad descubierta con los iusnaturalistas del siglo XVII y pronto puesta en entredicho por las ciencias sociales de los siguientes siglos, pues sólo ellas podían “predecir” el desarrollo social. Tal recuperación tiene lugar entre los años cincuenta y setenta del siglo XX, tanto por motivos teóricos como extrateóricos. Entre los primeros se encuentra la revalidación de la filosofía práctica después de la insuficiencia del positivismo y de toda supuesta concepción científica para el conocimiento de la acción humana en general.
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             Entre los segundos motivos ha sido decisivo el impacto de la Segunda Guerra Mundial y las ideologías involucradas en el conflicto, que obligaban a replantear tanto la filosofía para la política como la política para la filosofía: Hannah Arendt creía nada menos que ésta se había olvidado casi siempre de la política (La condición humana, § 42). En la época mencionada convive, así, un cierto despertar de la autoconsciencia filosófica desde la política –en la obra, por ejemplo, de Rawls, Bobbio o Dahl–, y a la vez de la auto-consciencia política desde la filosofía, en la teoría de Habermas o la misma Arendt, entre tantas y tan distintas contribuciones que no es el caso enumerar. En autores tan arquetípicos para la teoría política como Maquiavelo o antes Abenjaldún, en la Muqaddima, ya se daba ese doble aprovechamiento del marco de la teoría, las “lecciones de los clásicos”, y el de la práctica, las “lecciones de la historia”, del que en adelante se servirán los grandes pensadores políticos. 

         ¿Qué hay que entender hoy por filosofía política? Dice Norberto Bobbio, uno de sus representantes, que se ocupa de averiguar la mejor forma de gobierno, los fundamentos del estado y de la obligación política, así como la función misma del político.
               
                  (4)
               
            
             La filosofía política, con todo, sólo es una parte de la teoría política. Generalmente ésta se ha dedicado a describir las formas existentes de la política, pero también a discutirlas y proponer, a menudo, fórmulas nuevas. Más que una explícita “filosofía” política se ha mantenido tradicionalmente un discurso aglutinador de “ciencia” e “ideología” políticas a la vez. Y pese a la recuperación de su autoconsciencia, esa confusión con la descripción de hechos o la propuesta de valores permanece aún hoy en la filosofía política. Ya escribe Aristóteles que los conceptos de la vida política suelen ser poco precisos (Etica nicomáquea, 1094b; Política, 1252 a). A veces ignoramos, en efecto, cuándo un filósofo usa sus conceptos en sentido empírico, a modo estimativo o simplemente los menciona. Aunque es lo más propio de un filósofo que ante todo aclare el significado de sus términos, tan aparentemente oscuros en el lenguaje de la política como “soberanía” y “legitimidad”, “hegemonía” y “dominación”, “modernidad” y “racionalidad”, “pueblo” y “nación”, “comunidad” y “estado”. Algunos de estos conceptos se utilizan ordinariamente como símbolos o aún mitos, y puede que no quede muy claro, a veces, si el filósofo comparte también este uso.
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         El lenguaje de la política se compone del discurso propiamente político, los términos, por así decir, de la ideología política, y del discurso de la teoría política. El primero expresa nuestros actos y creencias políticos y su función es esencialmente normativa. El segundo se refiere a este mismo lenguaje –es un discurso de segundo orden– y su cometido es básicamente metanormativo. La teoría política puede desarrollarse a su vez como ciencia política, la “politología” que describe y explica los hechos y las reglas de la política, o como filosofía política, el “pensamiento político” –en todo caso ya no es political science– que más que someter a verificación empírica el lenguaje de la política trata de analizar y comprender el alcance de sus términos. 

         En este sentido son por lo menos tres las tareas que pueden asignarse a la filosofía política. Puede ser en primer lugar filosofía de la ciencia política (del mismo modo que la filosofía del derecho empieza, según Bobbio, por una teoría de la ciencia jurídica),
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             es decir, el análisis de los conceptos y métodos de la ciencia política. La función de la teoría es aquí aclaratoria: aclarar los elementos de cada concepto, investigar sus conexiones lógicas con otros conceptos y en definitiva ayudar a buscar más precisión y coherencia en el conocimiento de la política. Pero esta función, con ser primordial, no deja de ser metodológica, subalterna en relación con la aportación original, explicativa o comprensiva, de la teoría. El carácter sustantivo, no instrumental, de la filosofía política aparece al configurarse ésta como filosofía de la política (lo que en la filosofía jurídica sería la teoría del derecho), un ejercicio que puede reunir las funciones de analizar, valorar crítica-mente y si cabe justificar los hechos, las reglas y los fines u objetivos de la actividad propiamente política. Esta última función justificativa, quizás la esencial de una filosofía “de” la política, consiste en dar razón –justificar– de los principios presentes de modo explícito o implícito en todos estos momentos de la actividad política. Una vez superada la prueba de su racionalidad ésta podrá considerarse fundamentada. En esta operación no se trata de presentar razones sobre las causas fenoménicas que conducen a protagonizar un acto, adoptar una regla o preferir un valor característicos de la actividad política, sino únicamente sobre las ideas que habrán influido en estas causas y que por eso llamamos principios. No basta con decir, por ejemplo, que la creencia en la superioridad de la raza aria es inadmisible. Debe poder argumentarse racionalmente, aduciendo razones tanto de concordancia con la realidad fáctica como de coherencia lógica y moral. Esa es la tarea del filósofo de la política en relación no sólo con las creencias, sino con las reglas de acción y los actos mismos de la política. 

         Por último la filosofía política puede ser concebida, con carácter igualmente sustantivo, como una filosofía del ordenamiento político. En realidad es una derivación de la modalidad anterior, que se especializa ahora en uno de los objetos fundamentales de su función justificativa. Del mismo modo que la filosofía del derecho se cierra, para seguir con Bobbio, con una teoría de la justicia, la filosofía política bien puede hacerlo con aquella que es seguramente, desde Platón, la más continuada dedicación del pensador político. Esta es la justificación del ordenamiento político, o reconstrucción racional de una forma para el orden político. Al filósofo le corresponde más bien justificar el ordenamiento político en sí mismo, antes que postular un contenido u otro del orden político o pasar a describir su organización efectiva, lo que corresponde al ideólogo y al científico de la política, respectivamente. 

         Atender a la cuestión de un modelo racional previo a todo orden y organización de la política nos traslada al centro de la formulación de las tres preguntas fundamentales del pensamiento político: 

         
            ¿Por qué política y no otra cosa? 
         

         
            ¿Por qué ordenamiento político y no ningún orden? 
         

         
            ¿Por qué obedecer al ordenamiento político? 
         

         La ciencia política como tal no tiene respuesta a estas preguntas, pero tampoco debe la filosofía buscarla en la ideología. Si el filósofo moral, valga la comparación, no ha de ser un moralista, el filósofo político no ha de ser un ideólogo que sustituya el análisis y la argumentación por la arenga bajo una jerga académica. Es cierto, como ha dicho Bobbio de la ciencia política, que la filosofía política tampoco es totalmente neutral frente a las creencias políticas.
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             Pero si Bobbio lo atribuye a una casi ineludible elección entre unos u otros valores determinados de la política (al estudiar los “medios” el científico no tarda en confrontarse con los fines o valores de la política), desde otro punto de vista puede pensarse que el compromiso de quien se preocupa por las formas racionales de la política es ante todo y debe ser sólo, en consecuencia, con la política misma, y no con alguno de sus contenidos, por más próximo que se sienta a él. Del mismo modo que el filósofo moral, sin ser moralista, no puede evitar ser un “moralizador”, en tanto que ayuda a la reflexión ética y contribuye al interés por la moral, el filósofo político, en tanto que influye en la reflexión política y el interés por lo político, no puede librarse de su papel como “politizador”. La neutralidad del filósofo se rompe con la política misma y este es todo el partido que como filósofo puede permitirse. Bajo el totalitarismo o, por lo contrario, en una sociedad apolítica, este compromiso de quienes ejercen el juicio político y recuerdan la existencia de la política puede ser el más arriesgado de los partidismos. 

         Spinoza fue el primer filósofo político que se propuso mantener la independencia ideológica en el plano de la teoría. La moral y la política se deducen del conocimiento y la razón. No hay “pecado” en el estado natural del hombre, y si éste busca con su entendimiento el estado político es para que la pasión y los prejuicios dejen de disputarle a la ciencia el control de lo que al hombre le conviene.
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             Por eso cuando Spinoza exalta a Salomón lo hace como sabio y no como profeta. Y pese a todo no se puede decir que este autor fuera un escéptico o un neutral frente a la política racional y el ejercicio autónomo del juicio político. Entre los precursores de la recuperación moderna de la teoría política volveremos a encontrar un ejemplo de independencia intelectual y compromiso a la vez con la política en la obra de Hans Kelsen, del que este libro es en buena parte deudor y de quien el mismo Bobbio ha recogido ideas.
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             Influido directamente por el pensamiento de Georg Jellinek, que se propuso, a su vez, una teoría del estado estrictamente jurídica (la “teoría general del estado” no debía ser una “sociología del estado”), Kelsen elabora una teoría formal del derecho y de la política que prescinde asimismo de la sociología (exenta de metodología, impide captar el aspecto “normativo” de política y derecho) y especialmente de los postulados tradicionales iusnaturalistas. Éstos son los que impiden distinguir, en una y otra disciplina, entre las esferas del “ser” y del “deber ser” que subyacen particularmente en sus normas.
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             Sociología y metafísica, pues, o ideología –en el peor sentido de la palabra– y valores, son obstáculos en el esclarecimiento, respectivamente, de la política y el derecho como un conjunto de normas y de la ciencia jurídica y política como un conocimiento objetivo. Pero la ciencia jurídica no puede convertirse en una “política jurídica” ni la ciencia política en una “política” simplemente. La debida cautela frente a los valores lleva a distinguir aquí radicalmente entre una tal Política, en realidad una rama de la ética, puesto que se ocupa de los fines o valores políticos, y una Teoría general del estado, que no se preocupa, como ciencia, del “estado mejor” ni de los fines en suma del estado, sino del “estado posible”: de saber qué y cómo es el estado, al margen de sus fines específicos, materia de la ética.
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             No es que la teoría formalista del ordenamiento político que suscribe Kelsen pretenda ser neutral frente a la política, ni aún zafarse del compromiso con ciertos valores básicos. Lo que quiere evitar es la irracionalidad de los valores en una época tan turbulenta como la del triunfo de las ideologías totalitarias, que incluso hicieron mella en autores de la talla de Carl Schmitt o Vilfredo Pareto. Su prevención, como Spinoza mucho antes, fue en realidad contra el extremismo ideológico: “La lucha en cuyo transcurso la democracia vence a la autocracia es una lucha conducida en gran parte en nombre de la razón crítica contra las ideologías que apelan a las fuerzas irracionales del alma humana.”
            
               
                  (12)
               
            
         

         Una observación, entretanto, sobre el ambiente intelectual en que Hans Kelsen –al que seguiremos citando en estas páginas– empezó a desarrollar una teoría política expresamente al margen de la ideología. Kelsen intervino de modo directo en la redacción de la primera constitución democrática de Austria (1920), introduciendo en ella la original idea de un tribunal constitucional que velara por su correcto cumplimiento. Esto sucedía poco después de la Primera Guerra Mundial, que arrastró consigo al imperio de los Habsburgo, y al mismo tiempo en coincidencia con la madurez de la Sezession o modernismo cultural vienés, teñido ya por los primeros síntomas del totalitarismo. Una exigente concepción como la de Kelsen comprendía, así, el compromiso práctico con la democracia, frente a la autocracia de la época anterior, y el compromiso teórico con la ciencia, ante el extremismo ideológico que condujo a la guerra europea y habría de llevar pronto al nazismo. Esta actitud se refleja tanto en su obra de jurista como de investigador, y a ella pudo contribuir también la pertenencia de este autor a la cultura del modernismo vienés, de importancia excepcional para el pensamiento contemporáneo.
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             Esta cultura ha sido tachada, no sin motivo, de formalista y burguesa. Pero lo fue igualmente en razón de su distanciamiento frente al imperialismo y a la exaltación de la cultura de los valores, que tenían al yo idealista e impositivo como resorte ideológico fundamental. La nueva cultura vienesa vino a ejercer una operación de descentramiento del yo en la visión del mundo, a partir, sobre todo, de la epistemología fenomenista de Mach (el yo como “complejo de sensaciones”) y de la teoría psicoanalítica de Freud, en que el psiquismo aparece constituido en lo esencial por la actividad inconsciente. En el pensamiento político y jurídico de Kelsen aparecen no pocas huellas de este movimiento intelectual, tan disonante en la propia tradición universitaria alemana. Un régimen de libertad, según este autor, funda la obediencia política en móviles racionales y trata de elevar, en todo caso, los problemas políticos al nivel de la autoconsciencia. El autoritarismo, en cambio –siguiendo el esquema freudiano–, confía poder ocultar estos problemas en la zona de lo reprimido y promueve una obediencia a la autoridad de forma inconsciente, lo que hará particularmente explosivo a este régimen (Cap. II,2)
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            . La clave freudiana se encuentra incluso a la hora de referirse al complejo concepto de la soberanía: “También la doctrina de la soberanía del pueblo, aunque muy sutilizada y espiritualizada, es una máscara totemística.” (Cap. III,6)
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         Pero volvamos a nuestra relación de la filosofía con la política. Nos detendremos, primero, en una consideración de fondo de los esquemas posibles de filosofía política, para corroborar, finalmente, el adoptado en el presente libro. La religión, la metafísica y la ideología –la noción falsificada de la realidad– han constituido la rémora tradicional de dicha clase de filosofía. Es por ello que la recuperación moderna de esta especialidad filosófica se hace en nombre, frente a todas aquellas, de la filosofía práctica. El propio Kelsen, sin reclamarse aún de ella, desarrolla al mismo tiempo su teoría jurídica y política, y en las sucesivas ediciones de la Teoría pura del derecho, su obra fundamental, se hace cada vez más evidente su interés también por la teoría moral. Las tres disciplinas de la filosofía práctica desde la época clásica del iusnaturalismo, de Grotius a Kant,
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             se vuelven a mantener más o menos ensambladas en pensadores tan relevantes para nuestro caso como Rawls y Dworkin, Von Hayek y Nozick, Hare y Ross, Habermas y Höffe. Al modo de cada uno, moral, política y derecho vienen a ser distintas proyecciones de una misma razón práctica. 

         El problema, sin embargo, es la brecha abierta por la complejidad social del mundo moderno en el mismo concepto de racionalidad práctica, lo que afecta al estatuto de cada una de las citadas proyecciones y a su relación entre sí. Ante el hecho, pues, de distintas clases de racionalidad práctica, la propia teoría política, en nuestro caso, tiene que disponerse a elegir entre alguna de ellas y resignarse a estar en una donde puede que no estén la teoría ética o la teoría jurídica. Examinemos las tres sucesivas configuraciones institucionales de la filosofía de la razón práctica. En el modelo ilustrado de Philosophia practica la teoría kantiana de la razón pura consigue separar entre una racionalidad hipotética, la de las leyes y costumbres donde el hombre no es autónomo (se comporta bajo condicionantes), y otra racionalidad categórica en la que ética, política y derecho pueden estar pese a todo juntos y compartir la acción incondicional propia de la autonomía. Pero esto ya no es posible en el modelo de la Economía política. Proyecto económico y fines políticos o morales deben ir juntos para un Mill o un Marx.
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             No así para Max Weber y su teoría de la acción social. La política, como la economía, pertenecen a una racionalidad teleológica o de ajuste entre fines y medios, mientras que la ética o la religión se contentan con una racionalidad de valores. Desde Max Weber se da por aceptada en muchos autores esta divergencia en la razón práctica. Así lo recoge la Teoría crítica, a partir de Adorno y Horkheimer, y como epígono de ella la teoría de la acción comunicativa de Jürgen Habermas. 

         Los tipos posibles de racionalidad práctica son para este pensador los que se derivan de los usos posibles de esta racionalidad ante la clásica pregunta kantiana: ¿Qué debo hacer?. Así, por ejemplo, una teoría política tendrá que elegir su modelo de conocimiento entre las tres opciones de respuesta a dicha pregunta. El “uso pragmático” de la razón práctica responde mediante instrucciones (imperativos hipotéticos, en el lenguaje kantiano) para decidir el medio más adecuado de acción. El “uso ético” se preocupa, en cambio, del fin bueno, para lo que pasa a adoptar imperativos categóricos que, como condicionados a fines, vienen a ser recomendaciones más que mandatos incondicionales. En el “uso moral” sí se utilizan éstos, puesto que la razón práctica trata de decidirse, entre los fines, por el más justo. Los tres usos se corresponden, respectivamente, con las tradiciones utilitarista, aristotélica y kantiana de la filosofía práctica, extensibles a la filosofía política también.
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             La economía, la política y el derecho han oscilado casi siempre entre los dos primeros usos citados, es decir, alrededor de una “racionalidad instrumental”. Las morales de tipo universalista –con preceptos de los que se puede argumentar su universalidad–, como la formulada por Kant, encajan en el último uso. Ahora bien, para Habermas, en su transformación lingüística de la filosofía de Kant, el uso moral de la razón práctica debe fundamentarse en una “racionalidad discursiva”, puesto que la razón es lenguaje o discurso comunicativo, y sin por ello tener que abandonar el clásico principio de la universalidad. De este modo, no sólo la moral, sino el derecho y la política, como discurso que son, podrían participar de esta misma racionalidad discursiva y ya no instrumental o guiada por la estrategia.
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         Esto mismo dispuso Kant en relación con la racionalidad categórica. ¿Pero cómo hacer entonces, desde un modelo aún no comunicativo de razón práctica, que los preceptos, por ejemplo de la política, no se vuelvan en realidad imprácticos? Pues, según Kant, toda norma política y legitimidad pública dependen en suma del dictado de la razón práctica de cada uno.
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         La clase de filosofía política que se hace depende del tipo de principios que se siguen: de si éstos son o no racionales y si pertenecen a una u otra clase de razón práctica.
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             Aunque la mayoría de filósofos políticos contemporáneos se declaran partidarios de la racionalidad –se supone que el sujeto de la política es un agente racional–, hay quienes sostienen un estándar universal de la racionalidad y quienes no lo suscriben así. Esto da lugar a las dos líneas básicas del pensamiento político y ético contemporáneo: aquel, en el primer caso, que orienta la teoría en el sentido de una reconstrucción normativa de modelos para la ética y la política, y aquel otro, en el segundo caso, que concibe la teoría política y moral como previamente generada por alguna forma de cultura no necesariamente traducible en términos de modelo racional, como el mercado, una comunidad cultural dada o un sistema vigente de valores políticos. En la línea del enfoque constructivista destacan, en esquema, la política discursiva de Habermas, el liberalismo político de Rawls, el marxismo analítico de Elster y la teoría de la elección racional de Sen, entre otros. En la línea del enfoque generativista se incluiría el comunitarismo conservador de MacIntyre, el comunitarismo liberal de Walzer, el liberalismo ético de Dworkin y el liberalismo económico de Von Hayek, para citar sólo un representante de cada conocida teoría. 

         En las páginas que siguen, encaminadas a identificar la filosofía política con la elaboración de una teoría del ordenamiento político, se ha optado por un enfoque del tipo constructivista citado, sobre elementos libremente recogidos del normativismo político de autores como Hans Kelsen, principalmente, y Norberto Bobbio. Lo que aquí se persigue es deducir la teoría política a partir de normas, no de la descripción de hechos (sean naturales o sociales) ni de valores, sean los que sean. Esta otra opción, la descriptivista, acaba por inclinar la teoría hacia la ideología, noción falsificada de la realidad que invalida a la teoría como forma de conocimiento. Y, más en particular, se contradice con una teoría de la democracia, que es siempre un procedimiento. Si la pureza es inmanente a la teoría, se ha de intentar, mejor, enjuiciar la política en su formalidad, o, lo que es igual, por sus normas más generales, sus principios y directrices más comunes. Pues en política los hechos como tales son inexistentes, y los valores existentes no son los mismos para todos ni se perciben de la misma manera. El descriptivismo está pendiente a toda hora de estos “hechos” y “valores” y por eso no puede ser el mejor método para la objetividad del conocimiento. Dicho de otra forma: supone depender aún del juicio subjetivo y dejar un resquicio abierto a la ideología. Un normativismo no doctrinal, como el aquí seguido, creo que escapa mejor de este peligro. 

         En una breve primera parte del libro se expone el concepto mismo de política. Las dos siguientes desarrollan el concepto de ordenamiento político y de la obediencia frente a éste. La bibliografía y puntos de vista acerca de la política son de un volumen inacabable para un trabajo como el presente. El autor se ha limitado a exponer en cada capítulo su pensamiento explícito sobre la materia y se ha detenido allí donde debe darse paso, mejor, a la ciencia política, o podría iniciarse ya la ideología. 

         

         

      

   
      
         
            PRIMERA PARTE 
            ¿Por qué política? 
         

      

   
      
         
            Capítulo I. 
            La política
         

         

         

         
            
               1. El concepto de política 
            

            Existen muchas definiciones de la política. Para su término medio es el “arte de lo posible”. De hacer posible, desde un extremo realista, lo que meramente hay, o de hacer posible, desde el idealista, lo imposible mismo. Pero si atendemos al término medio de las experiencias vividas, no de la teoría, la política parece más bien el arte de “hacer imposible lo posible”. 

            Desde la clásica definición de los griegos, la política es el arte o técnica de la polis, el lugar donde viven juntas muchas personas. Aunque no es el arte sólo de vivir juntos, sino de vivir juntos bien. También el resto de animales “conviven”, pero los humanos, políticos por naturaleza (el hombre es politikon zóion, recuerda Aristóteles),
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                buscan además “vivir bien”. Este objetivo, y la actividad de participación (politeyesthai) entre todos conducente hasta él, es lo propio de la vida política y lo constitutivo de la polis como tal, que no se resigna al agrupamiento, porque es mejor vivir juntos de modo sensato y autosuficiente.
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                Pero desde la formación del estado moderno los autores se inclinan por una definición más realista de la política (es lucha por el poder del estado, según Max Weber),
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                cuando no, con Maquiavelo, por definiciones abiertamente negativas: es el arte de mantener a la gente en la convicción de que se la gobierna por su interés (El príncipe, XXI). Si bien de modo más detallado y menos parcial habría que distinguir un triple aspecto de la política. Es muy distinto decir: “La política de nuestra empresa es la más acertada”, “La política de Franco fue dictatorial” y “La política interesa poco a los conformistas”. En el primer caso la política es una relación específica de gobierno (policy). En el segundo nos referimos a un conjunto de estas relaciones específicas con carácter relativamente estructurado (politics). En el último se trata, más allá de una clase u otra de gobierno o de régimen político, de una forma de acción y de organización general de la sociedad (polity, y en la Grecia clásica politeia).
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            La política es cada una de estas cosas por separado o incluso todas a la vez: una clase de relación, de red de relaciones y de sistemas, en último término, para establecer relaciones. Puede entonces que la nota común sea un tipo particular de relación, basada, como veremos, en la acción y el poder, elementos no tan destacables en otras relaciones humanas. Pero la política es antes, en cualquiera de sus acepciones, una forma de relación que se ejerce, en mayor o menor apertura, hacia el público, si no deliberadamente en público. Cualquiera de sus normas y principios, o de sus hechos y valores, dependen de una u otra forma de un testimonio, y sobre todo de la posibilidad de discutir entre testigos. La política es, por antonomasia, res publica: el conjunto de los asuntos públicos que precede al ordenamiento político, la civitas, y su constitución, el status civilis. Es claro, mientras, que no hay nada público donde no hay nada privado, la singulorum utilitas de los clásicos. Pero también que no le es posible a un grupo de personas actuar por utilitatis comunione sin recalar en el espacio de lo público y encontrarle un orden propio.
                  
                     (26)
                  
               
                Allí donde vemos aún, desde el mundo griego hasta la formación de la Europa de los estados, una clara separación entre lo público y lo privado (polis y oikos, res publica y domus, ius publicum y ius privatum), se impone en la Edad Moderna esa mutua relación entre ambas esferas de la acción humana. Con el estado nacional empieza propiamente la organización pública de lo privado, hasta el punto que cada ámbito viene a definirse en función del otro.
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                Pero no hasta el extremo de consentir por mucho tiempo la primacía de lo público sobre lo privado, como en la democracia ateniense, ni de lo privado sobre lo público, como en los regímenes tiránicos. 

            El fenómeno del desapego de la política (“No todo es política”) no hace a menudo sino recordar este moderno reclamo del equilibrio. Se trata de limitar lo público en lo privado, aunque éste se relacione con aquél, como nos recuerdan los “apolíticos” que, a pesar de todo, se dirigen al poder público para que les trate como clientes o consumidores en sus intereses privados. Pero existen otros dos fenómenos del llamado, por Bobbio, “reflujo político”, que niegan en el fondo de su posición la existencia misma de lo público.
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                Son, ahora, quienes renuncian a la política (“La política no es de todos”, lo contrario de un régimen democrático) y quienes finalmente la rechazan (“La política no vale la pena”), bien por egoísmo, bien, quizás, por una idea iluminada de la caridad. La política, sin embargo, es más que una relación de gobierno, y su existencia se explica por algo más que por los problemas que acarrearía su inexistencia. La política no puede ser ignorada sin que repercuta globalmente en perjuicio de lo público. Además, si éste falta o es puesto en entredicho, ¿cómo prosperaría una alternativa a la política? 

            ¿Por qué hay ser y no más bien nada?, se preguntaba Leibniz. ¿Por qué deber y no otra cosa?, continuaba Kant. El primero aducía el motivo de una “razón suficiente”. El segundo el interés de una “razón práctica”. Pero queda todavía: ¿Por qué política y no 
               algo distinto? Es la primera pregunta que ha debido hacerse el filósofo de la política; aunque ni el filósofo suele plantearse una cuestión tan práctica ni el político una tan teórica. Pregunta tan radical o queda sin respuesta o se contesta, más a menudo, dispuestos a acabar con toda duda. La que se quiere dar aquí es un término medio. Imaginémonos estar bajo una ocupación enemiga que nos hace callar y priva salir de casa. Justo lo que echamos en falta es la política en su condición esencial: romper la soledad y el silencio. El salto a lo público es lo que hace que exista la política y no otra cosa. 

            La palabra y la acción nos constituyen como personas. Luego sin relación con los demás no seríamos nosotros mismos. Sólo esta necesidad de lo público, que nos pone en tensión con el mero presente y lo estricto particular, justifica seguramente la existencia de la política. No creo, pues, que a la pregunta ¿por qué política? pueda contestarse con otro porque que éste, ya que no cancela al menos la discusión sobre lo que cada uno tiene derecho a esperar, después, de ella. Lo que cuenta en la política no es tal o cual relación con los demás, sino el ser una determinada esfera de relaciones, a la que llamamos ámbito de lo público. Así, un “secreto de estado” es la negación misma del ordenamiento político, que excluye, como político, lo privado. Cuando definimos a priori el objeto de la política se subestima también esta condición esencial de lo público, a la par que rechazamos otros objetos posibles de la misma. 

            Puede que los actos de la política no sean tan perfectos como las obras de la cultura y no nos hagan sentir tan inmortales como lo hacen éstas. Los actos, a diferencia de las obras, no sobreviven a su realización, ni tienen siempre un autor declarado. La acción es efímera, y materialmente tomada es de una “contingencia desoladora”, como dijo Kant de los hechos en la historia. Con razón, pues, la política nos recuerda, a diferencia de la cultura, nuestra condición de mortales. Pero existe, o debiera existir, para hacer mucho más humana nuestra condición también de vivientes, algo que no consiguen arte y ciencia por sí mismos. Por eso, aunque las obras de la cultura sean más duraderas que los actos de la política, lo que hace que exista ésta es tanto o más duradero que aquellas. 

            
               
                  1.1. La acción política 
               

               La política pertenece al espacio de lo público. Las relaciones entre individuos o grupos que tienen lugar en ella pueden poseer muy distintos fines, pero manifiestan dos caracteres constantes: se generan con la acción y constituyen formas de poder entre los sujetos implicados. 

               Políticos, ideólogos y teóricos del siglo XX han insistido en la idea y hasta el fin primordial de la acción –la “acción” del partido, de las masas, del gobierno– como configuradora no sólo de cada nueva política (policy), sino del propio régimen político (politics). En realidad la gran transformación social iniciada en el siglo XIX –la sociedad industrial de masas y de partidos– había ya introducido la acción como medio ineludible de la política. El movimiento obrero no veía un instrumento mejor para su lucha, lo mismo que la burguesía para sus partidos y la vieja nobleza para su estado.
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                   Pero los griegos habían descubierto mucho antes el carácter central de la acción, la praxis, en las relaciones de la política. Es muy distinto el vivir activo (práttein) del vivir de cosas (poieín).
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                   Sólo el primero se identifica en el ser humano, que no se conforma con “hacer cosas”, con el acto mismo de vivir: “La vida es acción, no producción”, escribe Aristóteles.
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                   Porque sólo la acción, a diferencia de otras actividades, es capaz en el hombre de preguntarse por sí misma y disponernos, así, ante el orden superior de los principios. La vida activa es la vida misma, pero eso no dejaba de remitirla para los griegos a la vida teorética, la del conocimiento de los principios. La in-quietud de una no era percibida como lo opuesto a la quietud (el otium, la skholé socrática) de la otra. Incluso para la vita contemplativa medieval el pensar y la oración, si bien no eran facere, sí eran concebidos como una forma, y aún la mejor, del agere.
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               Con el Renacimiento y la expansión burguesa se prepara la verdadera oposición entre la vida activa y la contemplativa. El pensar es la inacción y la acción el puro hacer: la confusión generalmente de ésta con la labor y ésta a su vez con el trabajo. De suerte que cuando el hombre termina su tiempo de trabajo y deja de ser animal laborans pasa a convertirse en un ser “inactivo”.
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                   La acción, mientras tanto, entendida como aquella praxis asociada clásicamente al habla y a la vida pública, se ha transformado en el privilegio de unos pocos: los que viven “para” la política o “de” ella misma, ambas cosas desconocidas en la democracia antigua.
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               No obstante, entonces y después la acción comparte el mismo puesto preferente en la política, aunque haya cambiado el cometido y el entorno de los agentes en la esfera pública. Cabe, pues, preguntarse ahora por las categorías de la acción misma. Palabra y acción, recuerda Hannah Arendt, son las dos principales realizaciones de la condición humana.
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                   De hecho son dos modalidades de la vida activa que, a diferencia de otras, están enlazadas entre sí en su mutua función de insertarnos en el orden humano. Permiten la aparición de cada uno en la esfera pública (nos presentamos unos a otros como individuos, no como objetos físicos) y en el mismo acto permiten que nos presentemos como diferentes en lugar de meramente distintos. La labor o el trabajo no pueden cumplir este papel de revelación personal que cumple la acción. Ésta y la palabra son, pues, las únicas actividades que ningún ser humano puede rechazar sin dejar al mismo tiempo de ser humano. La identidad individual y la relación con los demás sólo pueden ocultarse si se opta por el silencio y la pasividad. Y aunque sin el habla la acción pierde todo su carácter personal, posee unas características esenciales que aquélla no tiene: ante todo la acción es la capacidad para comenzar algo nuevo. Ella, mediante la voluntad, nos confiere la posibilidad de empezar una relación en el mundo y de pensar que ésta constituye una iniciativa, es decir, que somos libres. Hay otras categorías de la acción. Como espontánea es, en rigor, impronosticable, y como acto, irreversible. A diferencia de la labor y el trabajo, es igualmente intangible, e ilimitada, pues toda su “productividad” consiste en liberar procesos de relación que desembocan en la política. Por eso, por ser ajena a los resultados tangibles, es en último término la más frágil de las actividades humanas. El remedio contra esto fue hallado por los griegos en la misma política, que debía ser no sólo el lugar del gobierno, sino del reconocimiento público del gobernante y de su memoria en el tiempo.
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               La acción es la condición específica de la vida política. No es una simple disposición de medios, la “acción instrumental” con la cual la política se contradice como actividad pública.
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                   Ni es tampoco, por otro lado, una forma de “intercambio de información” en la sociedad mediática, con lo cual se contradice en definitiva como actividad.
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                  1.2. El poder político 
               

               La política es un conjunto de relaciones caracterizadas por la acción, pero también por el poder, e incluso la confundimos a veces con el “espectáculo del poder”. La acción política tiene como distintivo último la obtención y el ejercicio del poder en una sociedad determinada. ¿Pero qué clase de poder es éste? 

               Los iusnaturalistas del siglo XVII pensaron en el poder de un modo sustancia-lista, como la posesión efectiva de una capacidad y unos medios para conseguir ciertos fines materiales o por lo menos obtener de los demás los efectos psicológicos buscados. Sin embargo la teoría contemporánea tiende, desde Weber, a pensar en el poder de un modo formalista.
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                   El poder es una forma de relación entre dos o más sujetos en la que algunos pueden determinar el comportamiento de otros. En realidad eso no ocurre sólo en la política. A lo largo de la historia es difícil encontrar una sociedad con un solo centro de poder. Casi todas las sociedades son policráticas, porque el poder no se concentra en una sola clase de relación humana. Hay varias clases de relaciones y por lo tanto de poderes.
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               Es difícil distinguir entre los poderes atendiendo a criterios puramente descriptivos o valorativos, como ha hecho la filosofía política desde Aristóteles hasta su recuperación moderna. Parece más claro seguir el criterio analítico de considerar la función que ejerce cada poder, su objetivo específico y sobre todo los medios a través de los cuales consigue el fin propuesto. Según estos medios las tres clases esenciales de poder social son el poder económico (el medio es la riqueza), el poder ideológico (el saber o control mental) y el poder político (la fuerza), que Hobbes denominaba respectivamente libertas, religio y potestas (Del ciudadano, Introd.). Cada clase de poder constituye un subsistema social, pero contribuye, a su modo, separando entre ricos y pobres, expertos e ignorantes, fuertes y débiles, a mantener las relaciones de desigualdad en el sistema global y a perpetuar en él las ocasiones de conflicto. Con todo, si algún poder caracteriza tradicionalmente en la sociedad al grupo dominador éste es el que posee la fuerza física: el poder político. 

               El poder político tiene, en cuanto a sus medios, la condición necesaria de la fuerza física y la condición suficiente de tener el uso exclusivo o monopolio de los medios coactivos. El estado moderno, desde Hobbes y antes Maquiavelo, no sólo va acompañado por la idea de la primacía del poder político: se entiende además que éste es el poder por excelencia.
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                   Controla con la fuerza al resto de poderes y ésto lo hace superior a ellos. Aunque tal cosa no presupone que, fuera de este orden de los medios, el estado siga distinguiéndose por el poder coactivo y en exclusiva. El ordenamiento político tiene también otros fines, además o en lugar del ejercicio de la fuerza, como veremos (Cap. IV,1). 

               El poder es la capacidad de hacer cumplir la propia voluntad y lo que caracteriza esencialmente al poder político es que puede hacerlo mediante la amenaza de la fuerza. El ordenamiento político no puede evitar seguramente la existencia de estafadores y objetores de impuestos, pero sí que continúen a sus anchas después de ser condenados: puede embargar sus bienes o llevarlos a la cárcel. Y esta naturaleza inevitable del poder político es lo que hace que los sujetos implicados en él mantengan una relación muy diferente a la que tienen en otros ámbitos del poder. Aristóteles y Locke pensaron que las tres relaciones básicas del poder son las que se establecen entre padre e hijo (poder paternal), amo y esclavo (poder patronal) y gobernante y gobernado (poder civil), cuyas formas corruptas dan lugar, respectivamente, a la política paternalista, despótica y tiránica.
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                   La relación política fundamental es ésta de gobernante con gobernado, que es una relación de superior a inferior –de fuerte a débil– marcada sobre todo por la disposición del uso de la fuerza. La relación entre gobernante y gobernado no consiste sólo en que uno tiene el derecho de mandar y otro el de obedecer, sino en que el primero posee los medios para ser obedecido a la fuerza por el segundo. 

               A partir de esta relación básica el poder político puede ser observado como un flujo en dos direcciones por la línea vertical: en el sentido de arriba hacia abajo, como es propio del poder autocrático (la relación del soberano o el déspota con sus súbditos), y en el sentido de abajo hacia arriba, que corresponde al poder democrático (la relación entre ciudadanos y gobernantes elegidos). La misma doble dirección ha sido recogida por la teoría política: trazada a partir del estado como algo anterior a los individuos (ex parte principis) o a partir del conjunto de éstos hacia los poderes públicos (ex parte 
                  populi).
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                   El tratamiento de los temas será distinto en orden y contenido según se analice la política desde lo alto o desde lo bajo del poder. En un caso priman los relativos al gobierno y su legitimidad; en otro los relacionados con la ciudadanía y sus derechos. 

               

            

         

         
            
               2. Sociedad política y sociedad civil 
            

            La acción y el poder político tienen su origen en la sociedad: no podría ser de otro modo. Igualmente ambos influyen en el conjunto de la sociedad. Pero no todo en la sociedad es política ni depende estrictamente del ordenamiento político. Hay incluso formas de organización con su gobierno propio (hasta organizaciones con carácter público) que no pertenecen a esta esfera de lo político. A la sociedad en tanto que dependiente de un gobierno político la llamamos sociedad política, y al resto de ella, por oposición, sociedad civil. 

            La relación entre la sociedad política (“estado”) y la sociedad civil (“sociedad” sin más) ha sido concebida de muy distintas maneras. Para la mayoría de autores lo no-estatal es lo pre-estatal: la sociedad civil es lo que está antes de la sociedad política, bien como un paso previo, bien como una condición independiente todavía de ésta. En la primera interpretación se encuentran los pensadores con una visión organicista o globalizante del sistema político, por ejemplo Aristóteles, Bodin y Hegel. En la segunda hallamos los pensadores iusnaturalistas (desde Hobbes hasta prácticamente Kant) y en particular aquellos más propensos (desde la Ilustración escocesa hasta Rawls) a una visión individualista y liberal de la política. Así, para un Aristóteles o un Hegel hay una continuidad natural entre una y otra esfera de la sociedad. El oikos, la comunidad doméstica, y la polis –koinonía politiké–, se refieren a un único orden de lo humano.
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                También pertenecen a un mismo orden ético objetivo, para Hegel, la sociedad civil (aquí la societas civilis ya es de hecho civitas, ordenamiento jurídico y administrativo de la vida social) y el estado mismo, que en su teoría es el momento que supera en racionalidad al anterior.
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                El planteamiento de Hobbes, y en general los autores que sostienen la teoría del contrato social (Cap. X,2), difiere en que hay una antítesis entre una y otra sociedad.
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                En lo que suelen llamar “estado de naturaleza” el hombre se rige por sólo la espontaneidad del sentimiento y el interés, pero a la vez está expuesto al permanente conflicto e inseguridad que ello supone. Mientras los hombres vivan sin un poder común que les obligue a todos al respeto se encontrarán en una condición de guerra, every man against every man (Leviatán, I, 13). Toda la sociedad civil, que es societas naturalis, está amenazada por las consecuencias de una falta de poder político. El estado o sociedad política, mediante el pacto o contrato social, es la antítesis de esta condición –el soberano personifica el máximo homo artificialis–, pero evita sus consecuencias de guerra. Así, el estado, ya Common-wealth, viene a ser “una persona cuyos actos ha asumido como autora una gran multitud, por pactos mutuos de unos con otros, a los fines de que pueda usar la fuerza y los medios de todos ellos, según considere oportuno, para su paz y defensa común” (ib., II, 17). Con Ferguson y la economía política, más expresiva del liberalismo burgués, la sociedad civil ya no se equipara a lo bárbaro o espontáneo (rude), sino, como muestran las nuevas naciones comerciales, a lo civilizado (polished).
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                Pero esta civil society burguesa, al igual que Hobbes y su semblanza de las laws of nature en la sociedad, no es aún el estado o sociedad política: la civilitas no es la civitas. Se trata de una condición independiente, aunque prácticamente la precede. 

            Lo que Marx denunciaba era que la sociedad civil fuese precisamente sociedad burguesa (bürgerliche Gesellschaft) y el estado –”superestructura jurídica y política”– simplemente la coraza protectora de aquella “base real” de la sociedad.
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            Por lo tanto Marx niega la autonomía y aún la necesidad del estado –instrumento de dominación de la clase burguesa destinado a desaparecer– y en esto difiere del planteamiento común hasta entonces. El estado, para el marxismo, camina hacia su propia extinción: “El gobierno de las personas hace sitio a la administración de las cosas y a la dirección de las operaciones de producción. El estado no queda abolido, se extingue”, escribe Engels.
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                La sociedad comunista renace como sociedad civil cambiada radicalmente de orden, y en todo caso –según sus teóricos– habiendo dejado atrás la experiencia del estado. El Príncipe moderno, apunta Gramsci, no es un héroe ni exige estado: es el partido político –sociedad civil– y precisa sólo consenso cultural, una nueva hegemonía.
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                Otra posición respecto a lo no-estatal es la que lo identifica con la antítesis misma del estado: la sociedad civil no es “pre” ni “post”, sino “anti”-estatal. Clásicamente ésta es la concepción de Bakunin y del anarquismo o de Spencer y del liberalismo darwinista, en cierta manera retomado éste con los teóricos del “estado mínimo”.
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                Aunque aquí también podría decirse, como al distinguir lo “privado” de lo “público”, que la reivindicación de lo civil o simplemente “social” exige tener aún por referencia el término opuesto: lo “estatal” o político. 

            Hay todavía otra manera de ver la cuestión que ya no necesita la referencia de los clásicos. Se apoya en la realidad y la razón común. Allí donde hay política hay también –excepto en el totalitarismo– sociedad civil: una existe en relación con la otra y hasta actúan de necesario contrapeso. Sociedad y política no son lo mismo ni están radicalmente separadas: la existencia de partidos políticos y del estado social moderno nos muestra además su nexo común.
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                La sociedad civil es el lugar en que surgen y se desarrollan todos los poderes y todos los conflictos. La sociedad política es el lugar en que continua desarrollándose particularmente el poder político para atender a todos aquellos conflictos. Los poderes públicos tienen por función elemental la mediación en los conflictos: si es necesario con su represión y si es posible con su prevención. Por eso no se puede disociar la sociedad civil de la sociedad política y viceversa. 

            

            

            
               
                  2.1. El juzgar en la política 
               

               La política y la ética son distintas. En nuestra acción moral partimos de una consciencia común del bien y del mal como presupuesto de nuestra determinación personal del deber. En la clásica definición kantiana del bien –una buena voluntad–, con el que tiene que coincidir este deber, se da por descontado que la cultura nos informa de sus varias posibilidades antes de determinarnos por una de sus formas: la forma del bien en general que es la buena voluntad.
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                   La moral se hace, pero no se inventa a cada momento. En la acción política, en cambio, no partimos de ninguna consciencia común de lo que está bien o mal para poder determinar desde aquí nuestros deberes en este ámbito de la conducta. Tenemos incluso una imagen del hombre moral, pero ya no del hombre político “como es debido”. Sin ir más lejos lo mismo ocurre en el ámbito de la estética: la cultura no nos informa de lo que está bien o está mal en el orden artístico. Debemos descubrir a cada momento lo que es noble o terrorífico en la política, del mismo modo que debemos inventar constantemente lo que es horrible o es hermoso en el arte. 

               Por eso es esencial en el arte y la política la facultad del juicio. Si no lo fuera no ocurriría que mientras la amoralidad es la excepción en la ética, el apoliticismo es la regla en la política. No estamos tan preparados ni predispuestos para juzgar en la política, en la que antes de ser actores hemos de ejercer de observadores, como para decidir nuestro deber en la moral. Aquí adoptamos sólo el punto de vista del actor. Allí debemos hacerlo también como espectador: ser juez y parte a la vez.
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                   No es menos importante en la política el paso a la acción que la disposición al juicio de los hechos que nos proponemos modificar. Si esta acción es un compromiso, el juicio previo también lo es, aunque su modo de tomar partido sea empezar desde una observación distante y reflexiva de los acontecimientos. Esto no es una contradicción. La facultad de juzgar qué es lo bueno o malo, “justo” o “injusto”, de una circunstancia política determinada, exige ciertamente la aplicación comprometida de un criterio o regla para discriminar entre lo bueno y lo malo de los hechos. Juzgar, krínein, era para los griegos saber distinguir o “separar” entre elementos, y juez, krités, es el más competente en hacerlo.
                     
                        (55)
                     
                  
                   Pero además de ser un puro crítico, kritikós, o capaz de juzgar en el sentido técnico, nuestro papel de jueces en la política exige que seamos un puro espectador y juzguemos también como un observador imparcial. Sin la actitud de independencia interior la función crítica se anula por sí misma, y esa doble dificultad en ser juez, añadida a la de ser parte en la política –la aspereza de pensarla sumada a la de hacerla–, es lo que hace tan frecuente el apoliticismo. 

               La política abarca desde lo más general –los valores, las ideologías– a lo más particular y concreto –los hechos, las circunstancias. Actuar como gobernantes o como ciudadanos es un continuo tener que enfrentarnos con “casos” y al mismo tiempo con asuntos de “principio”, teniendo que conectarlos inevitablemente entre sí. De otro modo, no sería la política, sino el mundo de lo técnico o empírico, o el mundo del puro pensamiento. En la política es característico, pues, que la realidad nos lleve al pensamiento, y viceversa, en un continuo vaivén. Un político sólo de ideas se estrella; otro, sólo de gestión, no avanza. Por eso la operación intelectual y moral –y práctica, sin duda– de juzgar es tan importante en la política, la haga quien la haga –ciudadanos o gobernantes, políticos de un signo o estilo, o bien de otro. Porque, en el juzgar, el pensamiento atiende y resuelve la realidad; y, al revés, ésta se impone como límite y contraste de la reflexión y las ideas. 

               Pero juzgar no es sólo importante por esta razón de validez, por así decirlo, permanente. Sino también por la razón histórica añadida de que, cuando unos individuos, una sociedad, no son capaces de juzgar, es decir, de pensar con sentido de la realidad, y, a su vez, de ser realistas con cierta altura de miras, han perdido de vista lo político. Son apolíticos. Sin ir más lejos, la deriva, en nuestra época de la imagen y del impacto mediático, de la democracia en demagogia, del liberalismo en populismo o del socialismo en nacionalismo, caminos de vuelta, todos ellos, a la autocracia, es un fenómeno que viene a indicarnos que se está ante una sociedad y bajo unos líderes que ya no hacen uso, como sea, de la capacidad de juzgar. No ejercen el “pensamiento”, pero tampoco el “sentido de la realidad”. Las ideas son tenidas tan poco en cuenta como los hechos. Hay mensajes o silencio, pero no se juzga. La política, entonces, es una apariencia de lo que dice ser; un cúmulo de imágenes y consignas, tan atractivas como vacías de contenido, para disimular en definitiva el triunfo del apoliticismo.
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                   Pero la democracia es el tipo de política que menos puede subsistir en estas condiciones. 

               De hecho, en la actual “sociedad de la información” (prensa, audiovisuales y red informática, como medios, también, de la política) (Cap. III,1), la democracia coexiste con el abstencionismo electoral y la desafección general de la ciudadanía hacia el gobierno y las instituciones. En una sociedad de este tipo, es decir, de gran tamaño y tecnificada, el contacto real entre gobernantes y gobernados debe ser suplido por los “medios”, entre cuyos efectos hay que contar con la mencionada desmotivación política.
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                   Pero, con todo, la democracia no puede subsistir con la falta, en un grado u otro, de juicio político, porque vive, aunque sea por poco, de la opinión de la gente y de la fabricación misma de esta opinión, a menudo presentada como “opinión pública” (Cap. VIII,2.4). De esto último, hay que decirlo también, se encargan los organismos específicos para hacerlo: el poder de los medios, y su principal cliente, los medios del poder. Sin duda, los aparatos de partido y los gabinetes de gobierno suministran a las empresas de comunicación prácticamente todo lo que éstas deben informar, y éstas trasladan al público prácticamente todo lo que éste tiene que votar (Cap. VIII,2.2). Y, si no vota, lo que tiene que conformarse en pensar. Porque en democracia el gobernante debe estar siempre a la expectativa del criterio y de la reacción del ciudadano, en las urnas o en la calle. Al fin y al cabo, es el régimen del pueblo y de la palabra. 

               Si la mente, dice Hannah Arendt, tiene una verdadera actividad política ésa es la facultad del juicio.
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                   El propio desarrollo de la sociedad tecnológica ha conducido a la crisis de los modelos de hacer política como “paso a la acción” y a que se pueda tomar directamente en consideración la facultad superviviente del juzgar en la política. Cuanto más confusa o menos viable resulta la acción en el escenario político más se destapa el compromiso del espectador –la importancia del juzgar– en las cuestiones públicas. Pero es precisamente en los tiempos de crisis de la vida política cuando se constata la extensión del fenómeno del apoliticismo. La política es acción, pero no todos actúan ni, menos aún, hacen de la acción su oficio. Lo que quiere decir que si en circunstancias normales los que no consiguen actuar, pronto se cansan también de juzgar en la política; en tiempos de dificultad, cuando la acción es inabordable o conduce incluso a la muerte, los que rehúsan pensar son mayoría. Sin embargo, si el hombre es el único animal político (politikón zóon) es igualmente el único animal que piensa (lógon 
                  zóon).
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                  Acción y juicio van juntos en la política. El juicio ya es una forma de compromiso, si no de acción en la política: la palabra justa en el momento justo. Y cuando no es pura violencia, la acción política tiene que coexistir con el juicio, para saber lo que se acepta, por qué y a cambio de qué se acepta.
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                   Las cuestiones clave de la política están sostenidas por el juicio político. 

               La importancia del juicio no pide disolver la política en la ética, sino rescatarla del apoliticismo. A veces puede ocurrir que esa apatía provenga no tanto del desorden o la imposibilidad de la acción, sino de un exceso de politización, porque se le exige al ciudadano demasiadas muestras de su parte. No todo es política ni la política lo es todo, pero cuando el sujeto se abstiene y espera que sean los poderes públicos quienes resuelvan todos sus asuntos se puede decir que ha desaparecido para unos y otros el sentido de la responsabilidad política. Escribe Rousseau: “Tan pronto como alguien diga de los asuntos de estado ‘¿Qué me importan a mí?’, podemos estar seguros de que el estado está perdido.” (El contrato social, III, 15) 

               

               

            

            
               
                  2.2. La cuestión de la identidad política 
               

               La “identidad” ha adquirido casi una categoría de mito en la política moderna. Todos tenemos una identidad, incluso como sujetos de la política: actuamos, hablamos, pensamos –“juzgamos”, según se acaba de ver– no sólo dando por supuesto que tenemos una identidad, sino en función de ésta. A su vez, nuestra conducta política influirá sobre ella. 

               La identidad es un asunto personal, aunque incorpore, en el caso de la identidad política de la persona, tantos elementos externos aprendidos: la lengua, el parentesco, la cultura del grupo, la religión, la nacionalidad, la clase social, la educación, el contexto político del presente.
                     
                        (61)
                     
                  
                   La identidad política, valga la obviedad, es “social”, hecha en gran medida con la sociedad al entorno del sujeto individual, pero se perfila y decide en personas, los ciudadanos o sujetos de la política (Cap. IX,1). 

               En lo sustantivo, la identidad política es, pues, “individual”.
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                   Lo “social” de esa identidad es importante, pero como adjetivo. No hay espacios interindividuales ocupados por una masa política invisible. Lo político existe en y por las personas individuales, y sólo a través de ellas. No hay otros sujetos de la política que respondan de su identidad. Si decimos que una nación, un parlamento o un partido, por ejemplo, tienen identidad propia, es como metáfora o como forma derivativa de la identidad de las personas que integran o apoyan tales entidades. Si se les pregunta, no contestan. Porque no existen más allá de quienes son sus miembros. Así, ni el liberalismo “individualista” tiene toda la razón, porque el yo político es un cúmulo de reflejos sociales, ni el liberalismo “comunitarista” –y los comunitarismos en general, sean liberales o no– tampoco la tiene en exclusiva, porque los atributos sociales y los derechos de esta índole (derechos lingüísticos, culturales, nacionales, etc.) son portados únicamente por individuos.
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               Los sujetos de la política nos valemos de una identidad, y ésta es personal, aunque incorpore lo colectivo y se proyecte hacia él. La identidad es, pues, un supuesto básico innegable de la política, que en la modernidad, con la defensa de una democracia atenta a los derechos humanos y en especial al valor ético-político de la autonomía personal, ha adquirido un protagonismo de primer orden, tanto en lo teórico como en lo práctico de la política. No obstante, este concepto de la identidad roza o entra en la categoría de mito cuando se invoca como una realidad incontrovertible, no sujeta a discusión política, e incluso irrebasable, ya que en ocasiones la “identidad” (de raza, pueblo, nación, fe, etc.) es invocada por encima o en contra de los derechos básicos y fundamentales de las personas. Son las “estrategias de la identidad” utilizadas para acallar o suplir el protagonismo de los ciudadanos
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               La política etno-territorial (por ejemplo bajo la consigna nazi de Blut und Boden, “sangre y tierra”) es un extremo de esta explotación moderna de la identidad. La historia ha querido que, hasta hoy, el territorio, más que la raza o la etnia, sea importante para la identidad política. Sin esta politización de la tierra no habría, para empezar, estados. Sin duda, los humanos somos animales territoriales, pero de ahí a cultivar el sentimiento y la ideología de la “territorialidad” hay un largo trecho.
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                   Con el territorio no tenemos una relación natural de propiedad, sino cultural de uso y habitud. Es una relación abierta y dinámica. Al mismo tiempo que apegado al territorio local, el humano está constitutivamente abierto al mundo.
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                   De ahí que la exaltación de la “tierra” y del “arraigo” en ella tenga también un carácter de mito. 

               Uno de los marcadores más distintivos de la identidad política es la relación de inclusión en el conjunto social y político. Es la membership, en inglés, o “membresía” como puede decirse también en español. Estar o sentirse incluido o no en la comunidad política es determinante de nuestro modo de actuar y de pensar en el ámbito público. Que uno sea miembro de aquélla, no un excluido, requiere poseer dos condiciones básicas. Una de ellas es la “pertenencia”, de hecho, al colectivo. Lo que equivale a dos relaciones de hecho: que haya un vínculo físico con la comunidad (de sangre, territorio, o simplemente residencia), pero también un vínculo legal, es decir, que se posea el estatus jurídico y político de ciudadano de dicha comunidad. 

               La otra condición básica es la existencia de unos “sentimientos de compromiso” con la comunidad política. Los cuales, a su vez, comportan dos relaciones subjetivas de la persona con su conjunto: que exista un vínculo estético a través de la imaginación (imágenes pasadas, actuales y futuras que estimulan nuestro lazo afectivo con la comunidad) y también un vínculo ético a través de los procesos de identificación de uno con su gente: los sentimientos, sobre todo, de confianza, lealtad y obligación ante ellos.
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                   De esta manera, uno tendrá la identidad política de, por ejemplo, patriota o cosmopolita, republicano o liberal, integrado o disidente, conformista o rebelde, participante o abstencionista. 

               

               

               

               

               

               

               

               

               

            

         



